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PRÓLOGO

			Tras algo más de un cuarto de siglo impartiendo docencia en las cinco veces centenarias aulas hispalenses, me decido a elaborar unos materiales didácticos con el único propósito de que sean de utilidad para el estudiante que se inicia en la formación jurídica y, más concretamente, en el estudio del Derecho civil, la columna vertebral del ordenamiento jurídico.

			Se trata de un manual en el que se contienen, de manera sintética y asequible (si bien ello deberá juzgarlo el lector), instituciones jurídico-privadas medulares como son las relativas a las fuentes del Derecho, la eficacia, aplicación e interpretación de las normas jurídicas, la persona, el patrimonio y la relación jurídica, con el objetivo de asentar los cimientos que permitan sumergirnos en las profundidades de las mismas durante las sesiones regladas de la disciplina a través de diversos instrumentos y recursos pedagógicos y, por supuesto, del aprendizaje autónomo por parte del discente. Creo que ello responde al contexto y planteamientos docentes actuales.

			Lo que contienen estas páginas es fruto del apasionado desempeño, durante más de dos décadas, de mi privilegiado oficio, enseñar Derecho civil, o mejor dicho, aprender de cientos de jóvenes cómo enseñar Derecho civil. Las ocurrencias, anécdotas, reflexiones y sugerencias realizadas por mis alumnos y alumnas al hilo de las explicaciones cotidianas del temario han enriquecido, como no podía ser de otra manera, la presente obra, siendo incuestionables manifestaciones de la mutua responsabilidad de formar y formarse como operadores jurídicos. Vivir en primera persona cómo se forjan futuros juristas en el arte jurídico, transmitirles conocimientos pero también el deseo y el placer de aprender Derecho civil, no tiene precio y, por ello me siento infinitamente afortunada.

			Esperando y deseando, con enorme ilusión y sin pretensión alguna de originalidad, que este libro pueda resultarte provechoso para la adecuada preparación de la asignatura, me permito recordarte los tres principios básicos en los que, según el jurista romano Ulpiano, consistía el Derecho: vivir honestamente, no dañar a los demás y dar a cada uno lo suyo (Iuris praecepta sunt haec: honeste vivere, alterum non laedere, suum cuique tribuere, D.1.1.10.1). A pesar de que la sociedad pueda ser tremendamente hostil, tales reglas de conducta deben ser siempre el faro que nos ilumine en el ejercicio de nuestra profesión, la cual estamos obligados a dignificar.
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			TEMA 1

			
EL DERECHO CIVIL ESPAÑOL

			
I. LA NORMA JURÍDICA

			
1.1. CONCEPTO


			Desde el momento en que surge el conflicto entre dos sujetos es preciso resolverlo y, dado que es imposible que los propios protagonistas alcancen una solución de común acuerdo, es preciso acudir a un tercero que formule y aplique la regla destinada a dirimir la controversia.

			Si te paras a pensar, vivir en sociedad requiere que se organice, ordenadamente, la convivencia humana de sus integrantes a fin de solucionar o prevenir los conflictos que puedan surgir entre ellos.

			
				
					
				
				
					
							
							De este modo, el Derecho es un fenómeno social. El conflicto es un prius y el Derecho un posterius, como refleja el aforismo latino «ubi societas ibi ius». 

						
					

				
			

			Nuestros comportamientos están sometidos a reglas de conducta de diversos tipos: pautas morales; mandamientos religiosos; deberes sociales dimanantes de la amistad; reglas de cortesía, de buena de educación o de urbanidad; los usos sociales. Entre tales pautas o reglas encontramos unas que, por sus singulares características, se diferencian de las demás: las normas jurídicas.

			El Derecho es un instrumento de organización de las relaciones sociales y las normas jurídicas emanan del poder y han de cumplirse, bien de manera espontánea o bien, en su caso, coactiva mediante un acto de autoridad (no es posible «tomarse la justicia por la mano»).

			
				
					
				
				
					
							
							Dicho de otro modo, las normas jurídicas son reglas de organización del poder (el cual, en nuestro Estado de Derecho, también queda sujeto al imperio de la ley ex art. 9.1 CE) y de regulación de los comportamientos sociales de las personas, cuya observancia forzosa puede ser impuesta coactivamente por el poder público mediante un acto de autoridad.

						
					

				
			

			Como verás más adelante, no todas las normas jurídicas proceden de un órgano con capacidad legislativa o potestad reglamentaria, sino que también nacen de la costumbre y de los principios generales del Derecho.

			
1.2. CARACTERES


			Las normas jurídicas se caracterizan por ser:

			1. Obligatorias: contienen mandatos que ordenan los comportamientos sociales de sus destinatarios, bien en sentido positivo (p. ej. detenerse cuando el semáforo está en rojo) o bien negativo (mediante las llamadas «normas prohibitivas», como, por ejemplo, no vender bebidas alcohólicas a menores de edad).

			2. Coercibles: su inobservancia puede originar su imposición coactiva por la autoridad correspondiente, pero siempre conforme a los instrumentos previstos por el ordenamiento jurídico (p. ej. la cárcel para el que comete un delito, el embargo de los bienes del deudor que no paga, la multa por exceso de velocidad o la ineficacia de un contrato). Dicha imposición forzosa cuando los ciudadanos o los poderes públicos no las cumplen de forma voluntaria diferencia las normas jurídicas de las demás reglas sociales (p. ej. no pueden obligarnos a dejar propina en el restaurante o a ceder el asiento en el transporte público a una mujer embarazada).

			3. Generales: la norma jurídica no se dirige a una persona concreta, sino a todos los ciudadanos (p. ej. el Código penal) o a un determinado sector (p. ej. los comerciantes o las entidades bancarias), esto es, un conjunto más o menos amplio pero indeterminado de personas.

			4. Abstractas: no contemplan un supuesto de hecho concreto (de ser así, habría tantas normas como conflictos), sino uno tipo que pueda solucionar una multiplicidad de situaciones o casos concretos, lo que se logra mediante la utilización de términos abstractos y genéricos (p. ej. «el que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado», «el que induzca al suicidio de otro será castigado con…» o «quien practicare reproducción asistida en una mujer, sin su consentimiento, será castigado con…»), cuya adecuación a un determinado supuesto de hecho queda reservada al aplicador del Derecho.

			
				
					
				
				
					
							
							La norma jurídica se caracteriza por su obligatoriedad, coercibilidad, generalidad y abstracción.

						
					

				
			

			
1.3. ESTRUCTURA


			Una norma jurídica se estructura como una proposición lógica que liga a un supuesto de hecho una consecuencia jurídica.

			
				
					
					
				
				
					
							
							SUPUESTO DE HECHO

						
							
							CONSECUENCIA JURÍDICA

						
					

					
							
							✓ Parcela de realidad social que regula la norma.

							✓ Puede ser tanto un acto humano (p. ej. contraer matrimonio o matar) como un hecho natural (p. ej. un terremoto o una inundación).

							✓ Es un supuesto de hecho tipo formulado en términos generales y abstractos.

						
							
							✓ Efecto que se deriva si se verifica lo previsto como supuesto de hecho. Pertenece al campo del «deber ser».

							✓ Existe una relación de causa-efecto (causalidad jurídica).

							✓ Puede ser muy variada (p. ej. nulidad del negocio realizado, ejecución forzosa del acto debido, pena privativa de libertad, etc.). 

						
					

				
			

			En unas ocasiones, ambos elementos se contienen en un único precepto (p. ej. el art. 1902 CC), pero en otras es preciso combinar varios (p. ej. los arts. 29 y 30 CC).

			
1.4. CLASES


			Existen diversas clases de normas jurídicas en función del criterio al que se atienda.

			Las principales clasificaciones (compatibles entre sí) son las siguientes:

			1. Generales/particulares: según su ámbito territorial de vigencia y aplicación.

			Las normas generales rigen en todo el territorio nacional y las particulares son de aplicación sólo en una parte del territorio como un municipio, comarca (p. ej. la Ordenanza de un Ayuntamiento reguladora de las terrazas de veladores o una costumbre) o región (debe distinguirse entre los Derechos civiles forales —existentes en Aragón, Baleares, Cataluña, Galicia, Navarra y País Vasco— y los Derechos autonómicos, dado que, a raíz del Estado de las autonomías surgido de la CE de 1978, las CCAA, en el marco de sus competencias, tienen capacidad legislativa). Al respecto, ha de tenerse en cuenta que las normas estatales son supletorias de las autonómicas (art. 149.3 in fine CE).

			Así, el CP y el CC (el cual se aplica, directa o supletoriamente, en toda España) son normas generales, en tanto que el CC de Cataluña, la Ley 4/2021, de 27 de julio, de Infancia y Adolescencia de Andalucía o la Ordenanza Municipal de 3 de julio de 2009 de Uso y Disfrute de las Playas de la Ciudad de Cádiz son particulares.

			2. Comunes/especiales: según las características que deben reunir los sujetos protagonistas de la relación jurídica objeto de regulación por la norma.

			En las normas comunes las relaciones jurídicas pueden ser protagonizadas por cualquier persona, sin necesidad de que ésta reúna una condición o cualidad especial (p. ej. el Derecho civil se aplica a la persona sin más, por el mero hecho de serlo, por ello que sea de aplicación supletoria a otras materias ex arts. 4.3 CC y 2 CCom). Por el contrario, las especiales son aquellas que se aplican a un grupo de personas o de actividades teniendo en cuenta determinadas circunstancias, de modo que su ámbito es más reducido (p. ej. el Derecho mercantil se aplica a quien realice actos de comercio).

			Representémonos en el siguiente supuesto: Antonio comienza a trabajar por las mañanas como mensajero, pone un negocio de ropa que atiende por las tardes y próximamente va a contraer matrimonio. Se trata de una misma persona que es parte en distintas relaciones jurídico-privadas. Tanto Antonio «trabajador» como «comerciante» ostenta una determinada cualidad personal, pero, ¿ha de reunir también una cualidad concreta para contraer matrimonio? No, ninguna, basta con ser persona, que es el sujeto del Derecho civil, por ello,

			Derecho Civil ————————- Derecho privado común («persona»)

			Derecho del Trabajo ———— Derecho privado especial («persona trabajadora»)

			Derecho Mercantil —————- Derecho privado especial («persona comerciante»)

			Ten en cuenta que la norma especial prevalece sobre la común («lex specialis derogat generali»).

			Es importante aclarar que, en España, el término «Derecho civil común» se usa no sólo para contraponerlo a las ramas de Derecho privado especial, sino también a los Derechos civiles forales, siendo, por consiguiente, el que se aplica en las regiones en las que aquéllos no existen.

			3. Normales/excepcionales: según sigan o se aparten de los principios generales del ordenamiento jurídico.

			Las normas jurídicas normales regulan situaciones frecuentes o habituales, en tanto que las excepcionales contemplan situaciones extraordinarias o anómalas, razón por la cual es lógico que no puedan ser aplicadas analógicamente a otros supuestos ex art. 4.2 CC.

			Ejemplos de normas excepcionales: el Real Decreto 453/2004, de 18 de marzo, sobre concesión de la nacionalidad española a las víctimas de los atentados terroristas del 11 de marzo de 2004 en Madrid o el Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo, que concedía una moratoria extraordinaria y temporal a los arrendatarios de inmuebles para uso distinto del de vivienda para el pago de la renta como consecuencia del impacto económico del Covid-19.

			4. Prescriptivas/permisivas: según anulen o no el ámbito de libertad del sujeto destinatario de la norma jurídica para seguir o no lo previsto en ella.

			La norma es prescriptiva si anula el ámbito de libertad del sujeto al imponerle un comportamiento de forma positiva (p. ej. es obligatorio circular por el carril de la derecha siempre que esté libre si no se quiere adelantar) o bien negativa o prohibitiva (p. ej. aparcar el coche en el carril bus). Por su parte, la norma es permisiva cuando faculta al sujeto para decidir libremente si realiza o no el comportamiento previsto en ella, de modo que no viene obligado a nada (p. ej. puede contraer matrimonio o no).

			5. Imperativas/dispositivas: según si los particulares pueden o no excluir su aplicación sustituyéndolas por una norma distinta creada en virtud de su autonomía privada.

			La norma jurídica imperativa se aplica a quien incurre en el supuesto de hecho previsto en ella sin que el sujeto pueda excluir su aplicación sustituyéndola por otra norma distinta. Obliga, por tanto, independientemente de la voluntad del individuo, esto es, no permite el juego de la autonomía privada.

			Ejemplos: los requisitos del matrimonio previstos en los arts. 44 a 48 CC, el art. 240 CC que establece que la mayor edad empieza a los 18 años cumplidos o el art. 145 LH que exige para la constitución de la hipoteca sobre un bien inmueble escritura pública e inscripción en el Registro de la Propiedad.

			La norma jurídica dispositiva permite, en cambio, que los particulares la sustituyan por una reglamentación diferente creada por ellos mismos en virtud de su autonomía de la voluntad, si bien, en caso de que no lo hagan, la norma es de obligado cumplimiento. De este modo, la aplicación de la norma dispositiva depende de que los particulares quieran o no autorregularse.

			Ejemplo: en el contrato de compraventa, el art. 1465 CC contempla un reparto de gastos, los de entrega de la cosa vendida los ha de afrontar el vendedor y los de su transporte el comprador, si bien los contratantes pueden pactar una distribución distinta, por ejemplo, que todos los gastos sean de cargo de uno de ellos, con lo que estarían desplazando la aplicación de la previsión legal contenida en dicho precepto, el cual, a falta de pacto en contrario, resulta aplicable.

			En definitiva, las normas imperativas o de ius cogens (de Derecho necesario o inderogable) están por encima de la voluntad de los particulares, quienes, en cambio, sí pueden prescindir de las normas dispositivas sustituyéndolas por su propia reglamentación.

			Claro lo anterior, si el art. 6.2 CC contempla «la exclusión voluntaria de la ley aplicable», ¿a qué tipo de norma jurídica se está refiriendo? Lógicamente, a las de naturaleza dispositiva, las únicas excluibles por voluntad de los particulares.
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II. EL ORDENAMIENTO JURÍDICO

			
2.1. CONCEPTO


			Las normas jurídicas no son piezas aisladas, sino que están interrelacionadas componiendo un todo unitario y ordenado, un sistema, que es el ordenamiento jurídico, que puede definirse como un conjunto organizado (estructurado y ordenado) de normas jurídicas (escritas o no) existentes en una comunidad o sociedad en un momento determinado.

			
2.2. CARACTERES


			El ordenamiento jurídico se caracteriza por ser:

			1. Coherente: dado que se trata de un sistema integrado por un elevado número de normas, cuenta con principios rectores, técnicas y mecanismos de orden e interrelación a fin de que no se produzcan antinomias entre ellas, lo que no es nada fácil dada la complejidad del ordenamiento jurídico (piensa que en él encontramos normas elaboradas en diferentes épocas, procedentes de distintas autoridades, de aplicación en diversos ámbitos territoriales, etc.).

			2. Pleno y completo: no existen, en realidad, normas para todas las situaciones conflictivas que puedan producirse. A pesar de que en el ordenamiento jurídico español existan lagunas o vacíos normativos, se afirma que es pleno y completo pues todo conflicto ha de tener siempre una solución jurídica. Ello se pone claramente de manifiesto en el art. 1.7 CC, según el cual «Los jueces y tribunales tienen el deber inexcusable de resolver en todo caso los asuntos de que conozcan, ateniéndose al sistema de fuentes establecido» (principio de prohibición del «non liquet»). Para ello, los aplicadores del Derecho cuentan con la ley, en su defecto, la costumbre y, en ausencia de ambas, los principios generales del Derecho, así como con mecanismos integradores como la analogía.

			3. Único: pese a que existen normas de diversa procedencia (UE, Estado, CCAA, Ayuntamientos, etc.) puede decirse que para un problema hay una única solución, puesto que, concurriendo varios ordenamientos para regular un mismo comportamiento, sólo existe una respuesta jurídica unívoca para el conflicto a resolver, dado que las reglas de interrelación entre tales subconjuntos normativos permiten determinar cuál es el preferente y, en consecuencia, aplicable.

			
				
					
				
				
					
							
							El ordenamiento jurídico es un conjunto organizado (estructurado y ordenado) de normas jurídicas (escritas o no) vigentes en una comunidad o sociedad en un determinado momento. Es coherente, pleno y completo y único. 

						
					

				
			

			
2.3. PRINCIPIOS RECTORES


			Nuestro ordenamiento jurídico se rige por principios que se encuentran, implícita o explícitamente, formulados en su norma suprema, la Constitución de 1978:

			1. Principios formales (en cuanto a la elaboración de las normas jurídicas):

			a) Principio democrático (art. 1.2 CE): la soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.

			b) Principio de legalidad (art. 9.1 y 3 CE): no sólo los ciudadanos sino también los poderes públicos (legislativo, ejecutivo y judicial) están sometidos al imperio de la ley. Nadie puede actuar contra la ley, tampoco la Administración pública, de ahí que esté prohibida la arbitrariedad de los poderes públicos en el ejercicio de sus funciones, debiendo, en su caso, responder por los daños o perjuicios que causen a los ciudadanos. El principio de legalidad opera, fundamentalmente, a través del principio de reserva de ley, esto es, que ciertas materias (p. ej. derechos y libertades de los ciudadanos, impuestos, instituciones, normas penales, etc.) sólo puedan regularse mediante normas con rango de ley (por tanto, no reglamentarias).

			c) Principio de seguridad jurídica (art. 9.3 CE): las normas deben ser ciertas e inequívocas, de forma que no haya duda acerca de qué norma debe respetarse y, sobre todo, cuál ha de aplicarse en el caso concreto, por ello que la CE garantice la jerarquía normativa (que también encontramos en el art. 1.2 CC al disponer que «carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior»), la publicidad de las normas y la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales.

			2. Principios materiales (en cuanto al contenido de las normas jurídicas conforme a los valores constitucionales):

			a) Principio de dignidad de la persona y libre desarrollo de la personalidad (art. 10 CE).

			b) Principio de igualdad y no discriminación (art. 14 CE).

			c) Principio de libertad (art. 1.1 CE).

			
2.4. LAS RAMAS DEL DERECHO


			El contenido de las normas jurídicas varía en función del tipo de relación social o conflicto a que van a ser aplicadas (no es lo mismo regular un impuesto que el matrimonio).

			De acuerdo con ello, tradicionalmente, el Derecho se divide en público y privado, subdivididos, a su vez, en ramas o subconjuntos de normas.

			Para identificar la pertenencia de una norma jurídica al Derecho público o al privado se combinan dos criterios:

			1. el sujeto que interviene en la relación jurídica

			2. el interés preponderante que se persigue o tutela

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							
							DERECHO PÚBLICO

						
							
							DERECHO PRIVADO

						
					

					
							
							SUJETO

						
							
							poderes públicos

							poder público–particular

						
							
							particulares (PF o PJ)

						
					

					
							
							INTERÉS

						
							
							colectivo o supraindividual

						
							
							particular o individual

						
					

				
			

			Así, la Agencia Tributaria es un sujeto público con potestad para cobrar impuestos con fines públicos (para recaudar dinero para la sanidad o la educación, para construir carreteras, etc.). En cambio, cuando una persona física (PF) o jurídica (PJ) se interesa por el arrendamiento de un local propiedad de un particular, tanto los sujetos intervinientes como los intereses en juego son privados o individuales.

			Conforme a tales criterios, son ramas del Derecho público: el Derecho administrativo, el Derecho constitucional, el Derecho penal, el Derecho procesal, el Derecho financiero y el Derecho internacional público. Por su parte, son ramas del Derecho privado: el Derecho civil y el Derecho mercantil. El Derecho del trabajo es una rama de ubicación intermedia, puesto que el contrato de trabajo pertenece al Derecho privado, en tanto que el sistema de Seguridad social al público.
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